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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 08 DE 2018 SENADO

por medio del cual se adopta una reforma 
política y electoral

El Congreso de Colombia,
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 258 de la Constitución 
quedará así:

Artículo 258. El voto es un derecho y un 
deber ciudadano que se ejercerá a partir de los 
16 años cumplidos. La ley establecerá estímulos 
para promover el ejercicio del derecho al voto. 
El Estado velará porque se ejerza sin ningún 
tipo de coacción y en forma secreta por los 
ciudadanos en cubículos individuales instalados 
en cada mesa de votación sin perjuicio del uso 
de medios electrónicos o informáticos. En las 
elecciones de candidatos podrán emplearse 
tarjetas electorales numeradas e impresas en 
papel que ofrezca seguridad, las cuales serán 
distribuidas oficialmente. La Organización 
Electoral suministrará igualitariamente 
a los votantes instrumentos en los cuales 
deben aparecer identificados con claridad 
y en iguales condiciones los movimientos 
y partidos políticos con personería jurídica 
y los candidatos. La ley podrá implantar 
mecanismos de votación que otorguen más y 
mejores garantías para el libre ejercicio de este 
derecho de los ciudadanos.

Parágrafo 1º. Deberá repetirse por una sola 
vez la votación para elegir miembros de una 
Corporación Pública, Gobernador, Alcalde o la 
primera vuelta en las elecciones presidenciales, 
cuando del total de votos válidos, los votos en 
blanco constituyan la mayoría. Tratándose de 

elecciones unipersonales, no podrán presentarse 
los mismos candidatos, mientras en las de 
Corporaciones Públicas no se podrán presentar 
a las nuevas elecciones las listas que no hayan 
alcanzado el umbral.

Parágrafo 2º. Se podrá implementar el voto 
electrónico para lograr agilidad y transparencia 
en todas las votaciones.

Artículo 2º. El artículo 109 de la Constitución 
quedará así:

Artículo 109. El Estado concurrirá a 
la financiación del funcionamiento de las 
organizaciones políticas con personería jurídica.

Las campañas para la elección popular 
de cargos y corporaciones públicas serán 
financiadas preponderantemente con recursos 
estatales, mediante anticipos, reposición de 
gastos y financiación estatal indirecta de algunos 
rubros que incluirá, al menos, la propaganda 
electoral y la franquicia postal, de conformidad 
con la ley.

La distribución de los anticipos se realizará 
de conformidad con las siguientes reglas:

(i) 	 El 50% en partes iguales entre todas las or-
ganizaciones políticas con candidatos debi-
damente inscritos.

(ii) 	Tratándose de elección de una Corporación 
Pública el 50% se distribuirá así: (a) un 
30% en proporción al número de curules 
que hayan obtenido en la misma elección 
en el proceso inmediatamente anterior; (b) 
un 10% proporcionalmente al número de 
mujeres inscritas como candidatas en cada 
lista, y (c) un 10% proporcionalmente al 
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número de jóvenes inscritos como candida-
tos en cada lista.

(iii) 	Tratándose de elección de Presidente de la 
República, Gobernador o Alcalde, el 50% 
se distribuirá en proporción al número de 
curules obtenidas en el Congreso, Asam-
blea o Concejo respectivo en la elección 
inmediatamente anterior.

El Estado garantizará el funcionamiento 
del servicio público de transporte el día de las 
elecciones.

Las campañas electorales y las 
organizaciones políticas no podrán entregar 
donaciones, dádivas o regalos a los ciudadanos, 
ni contratar transporte de electores para la fecha 
de elecciones y para actos y manifestaciones 
públicas. Las transacciones y movimientos 
monetarios de las organizaciones políticas y 
las campañas electorales deberán realizarse 
únicamente mediante los mecanismos y medios 
del sistema financiero.

La ley podrá limitar el monto total de los 
gastos de las campañas electorales, así como las 
cuantías de las contribuciones privadas.

Los partidos, movimientos y candidatos 
deberán rendir públicamente cuentas sobre el 
origen, volumen y destino de ingresos.

Los particulares que hagan contribuciones 
de cualquier naturaleza a partidos, movimientos 
políticos o campañas electorales, también están 
obligados a rendir públicamente cuentas sobre 
el origen, volumen y destino de ellas.

La violación de los topes máximos de 
financiación de campañas, así como de las 
normas de propaganda electoral, transporte 
de electores y movimientos monetarios, 
debidamente comprobadas, serán sancionadas 
con la pérdida de investidura o cargo. El 
reemplazo de quien pierda la investidura o cargo 
por estas razones se hará mediante un nuevo 
escrutinio, por parte del Consejo Nacional 
Electoral o quien haga sus veces, descontando 
los votos del candidato o lista de candidatos 
sancionada. La ley reglamentará la materia.

Es prohibido a los partidos y movimientos 
políticos y a grupos significativos de ciudadanos 
recibir financiación para campañas electorales, 
de personas naturales o jurídicas extranjeras. 
Ningún tipo de financiación privada podrá tener 
fines antidemocráticos o atentatorios del orden 
público.

La ley establecerá la responsabilidad 
penal para los representantes legales de las 
organizaciones políticas, los directivos de las 
campañas electorales, candidatos y particulares 
que violen estas disposiciones.

Las consultas internas de afiliados de las 
organizaciones políticas para la selección de 

candidatos a cargos de elección popular se 
regirán por las mismas normas de financiación 
que las elecciones populares.

Parágrafo. La financiación anual para el 
funcionamiento de los partidos políticos con 
personería jurídica se incrementará, para la 
vigencia siguiente a la fecha de promulgación 
del presente Acto Legislativo, en un 50%, 
manteniendo su valor en el tiempo.

Artículo 3º. El artículo 262 de la Constitución 
quedará así:

Artículo 262. Los partidos, movimientos 
políticos y grupos significativos de ciudadanos 
que decidan participar en procesos de elección 
popular, inscribirán candidatos y listas únicas, 
cuyo número de integrantes no podrá exceder 
el de curules o cargos a proveer en la respectiva 
circunscripción, excepto en las que se eligen 
hasta dos miembros, las cuales podrán estar 
integradas hasta por tres (3) candidatos.

Las listas serán cerradas y bloqueadas. La 
selección de los candidatos de los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica 
se hará mediante mecanismos de democracia 
interna, de conformidad con la ley. En la 
conformación de las listas se observarán, entre 
otros, los principios de paridad, alternancia y 
universalidad.

Los partidos y movimientos políticos con 
personería jurídica que sumados hayan obtenido 
una votación de hasta el quince por ciento 
(15%) de los votos válidos de la respectiva 
circunscripción, podrán presentar lista de 
candidatos en coalición para corporaciones 
públicas.

Artículo 4º. El presente acto legislativo rige 
a partir de su promulgación.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
 La iniciativa que se presenta a consideración del 

honorable Congreso de la República, se compone 
de cuatro artículos, (incluyendo la vigencia) los 
cuales pretenden una reforma a algunas de las 
cuestiones centrales que han ocupado la atención 
de la opinión pública nacional sobre la forma de 
hacer política en Colombia y que constituyen 
instrumentos eficientes para combatir la 
corrupción electoral.

Sin considerar que estos agotan la totalidad de 
las temáticas acerca de la participación política 
y electoral, se les da preponderancia como 
mecanismos para profundizar la democratización 
del ejercicio de la política y ampliar las garantías 
para que los distintos actores políticos participen 
en este en igualdad de condiciones, lo que sin 
lugar a dudas va a brindar mayor transparencia al 
ejercicio político en Colombia.

Los temas, algunos de los cuales estuvieron 
presentes en el Acto Legislativo número 012 de 2017 
Cámara y que se incluyen en esta propuesta, son:

1. 	 Reducción de la edad de votación. El pri-
mero de los artículos propone la modificación 
del artículo 258 constitucional, en el sentido 
de permitir el ejercicio del derecho al voto a 
partir de los 16 años cumplidos.

2. 	 El segundo artículo propone, a través de la 
modificación del artículo 109 constitucional, 
dar una mayor preponderancia a la finan-
ciación estatal como mecanismo para pro-
mover mayor transparencia en la finan-
ciación de las campañas electorales. Esta 

financiación se realizaría a través de anticipos 
y reposición. “Se establecen las reglas para la 
distribución de recursos entre las campañas 
electorales basadas en la igualdad para todos, 
proporcionalidad por representación e incenti-
vos por la inscripción de mujeres y jóvenes en 
las listas. Se contempla entonces: (i) el 50% 
de los recursos se reparta en partes iguales, 
(ii) en caso de corporaciones públicas, el 50% 
restante será (a) 30% por resultado electoral, 
(b) 10% por inscripción de mujeres y (c) 10% 
por inscripción de jóvenes. En las elecciones 
de cargos uninominales, el 50% se distribuirá 
en proporción a los resultados anteriores en la 
corporación pública nacional, departamental o 
municipal, según sea el caso” 1.

3. 	 Se propone en el tercer 3° que modifica el 
262 de la C.P. establecer listas cerradas y 
bloqueadas.

Reducción de la edad para ejercer el voto
Las razones que impulsan la iniciativa de 

reducir la edad para votar en Colombia, responden 
a necesidades propias que la democracia moderna 
plantea y que en ningún caso son ajenas a 
nuestro país, no es distante que la brecha entre 
la cantidad de jóvenes y personas adultas que 
componen la sociedad es cada vez más grande, 
lo que hace que la población juvenil disminuya 
diversas situaciones como el éxodo a países que 
brinden mejores condiciones de vida o la transición 
demográfica. Tal como señala Michel Fize, en 
su libro “¿Adolescencia en crisis?”, “hay que 
recordar que la legislación colombiana se edifica 
sobre el principio, aparentemente protector, de la 
incapacidad jurídica de los menores y que excluye 
en buena medida a la juventud. El desempleo, la 
precariedad, la ruptura de los lazos sociales, son 
trastornos profundos y duraderos que la noción 
de crisis no podría calificar satisfactoriamente. 
Con sus confusas normas sociales, sus señales y 
sus marcos de referencia desdibujados, nuestra 
sociedad deja al individuo solo frente a sí mismo, 
desamparado ante los peligros que lo acechan, 
y lo proyectan en las situaciones más críticas. 
La delincuencia, la violencia, la toxicomanía 
y el suicidio pueblan el mundo de nuestros 
adolescentes de fin de siglo”2.

La falta cada día más acentuada de jóvenes 
hace que su participación en la toma de decisiones 
sea incluida en los marcos normativos del mundo. 
Esta iniciativa, que no es novedosa y que en 
Colombia ya se ha propuesto por parte tanto del 
gobierno como de algunos partidos políticos 

1	 Exposición de motivos al Proyecto de Acto Legislativo 
012 de 2017 C.

2	 ¿Adolescencia en crisis? Por el derecho al reconocimiento 
social. Michel Fize. Primera edición en español, 2001. Siglo 
XXI editores, S.A., México, D. F.2001. Citado en: Traba-
jo de grado, Universidad Nacional de Colombia- 2014. La 
responsabilidad de los(as) adolescentes mayores de 16 años 
frente a su familia de origen y/o a la familia que organicen o 
construyan. Francy Nataly Conde Camargo.
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y sectores diversos de la sociedad, tiene tanto 
opositores como defensores. Por parte de quienes 
se oponen, uno de los principales argumentos 
tiene que ver con el hecho que un joven de 16 
años pueda ejercer su derecho al voto plantea 
interrogantes acerca de la madurez que se puede 
tener a esa edad o el criterio para no ser objeto de 
manipulación. En realidad, es bien sabido que en 
el mundo y en la legislación interna, ya los jóvenes 
de esta edad tienen responsabilidades sociales y 
jurídicas, los jóvenes hoy ya hacen parte activa 
en el trasegar jurídico del país y por ello no es 
desatinado pensar en darles la oportunidad de ser 
sujetos activos en la toma de decisiones que ya les 
conciernen, traspolar y evolucionar la visión que

el Estado tiene del menor al punto de entender 
que no solamente debe ser un sujeto especial de 
protección como lo considera el derecho y lo 
viene haciendo el legislador desde hace varios 
años, sino que también es un sujeto empoderado 
y protagonista con derechos en ejercicio, los 
cuales ya ejercen con bastante responsabilidad 
en la mayoría de los casos. Sobre el particular 
los casos abundan y es bien sabido que el acto 
de la conducción desde la visión del derecho 
y la legislación, es un acto de muchísima 
responsabilidad al punto de ser considerado como 
una actividad de alto riesgo de donde se derivan 
sin número de responsabilidad tanto civiles como 
penales. Hoy en Colombia un joven de 16 años 
puede obtener una licencia de conducción para 
transitar con responsabilidad por las calles, es decir 
que socialmente le permitimos asumir un riesgo 
controlado y lo consideramos con la capacidad 
suficiente en la toma de decisiones al punto de 
autorizarle ejercer una actividad peligrosa.

Ahora, en materia penal es bien sabido que 
“el tratamiento jurídico dado al adolescente ha 
presentado varios cambios. Inicialmente se decía 
que era inimputable pero hoy en día responde 
penalmente, claro, recibiendo un tratamiento de 
carácter pedagógico y resocializador, diferen-
ciándolo de los adultos. Los menores de 14 años 
de edad no son responsables penalmente”3, sin 
embargo los adolescentes mayores de 16 años de 
edad deben responder por sus actos y más aún, 
“cuando se demuestre que actuaron conociendo 
las consecuencias de los mismos y los adultos 
y/o adultas no tienen responsabilidad sobre lo 
cometido”4 queriendo demostrar con ello que 
ya hoy la sociedad y el legislador identifica al 
joven desde los 16 años como una persona con el 
criterio suficiente para discernir entre lo bueno y 
lo malo y poder plasmarlo a través de juicios de 
valor que se manifiestan a través de sus acciones y 
su interrelación social y comunal.

3	 Trabajo de grado, Universidad Nacional de Colombia- 
2014. La responsabilidad de los(as) adolescentes mayo-
res de 16 años frente a su familia de origen y/o a la fa-
milia que organicen o construyan. Francy Nataly Conde 
Camargo

4	 Ibid

El derecho civil también aborda la responsabilidad 
y criterio de los jóvenes desde esta edad, así hasta 
hace muy poco un joven podía casarse desde 
los 16 años y aun con la reforma que se hizo, los 
jóvenes pueden tener un patrimonio y acceder a 
servicios financieros amparado y a la compra y a 
la venta de muebles e inmuebles, es decir que las 
responsabilidades que reconocemos a las personas 
desde esa edad superan incluso las expectativas 
de ellos mismos. Los derechos laborales y por lo 
mismo patrimoniales de las personas desde esta edad 
contemplan que desde los 15 años se puede trabajar y 
devengar un salario, es decir ser un sujeto productivo 
para la sociedad y el Estado que sin desconocer sus 
responsabilidades de especial cuidado, cada día más 
los hace protagonistas de la sociedad que orbita en su 
entorno. El voto joven ya se ha impuesto a lo largo 
del mundo y del continente por ello no es ajeno a la 
realidad social en nuestro país.

“Si bien la mayoría de los países han 
establecido la edad mínima para el voto en 18 
años, existen algunas excepciones. Los países en 
los que el derecho a voto se alcanza a una edad 
más temprana son:

•	 Irán (15)
•	 Cuba (16)
•	 Indonesia y Argentina (17)
•	 Bolivia, Ecuador el voto (de carácter obliga-

torio) es optativo entre los 16 y 17 años”5.
Con lo antes expuesto no es alejado pensar 

que todas las críticas a estas propuestas son 
completamente evaluables desde la facticidad del 
derecho y la legislación que ya hoy reconoce de 
manera importante la participación juvenil en los 
roles de la sociedad.

Financiamiento de las campañas electorales
Los mecanismos de financiación de las campañas 

electorales constituyen una de las cuestiones 
esenciales para la participación en política. Algunos 
de los problemas que se desprenden de la financiación 
de campañas electorales con recursos de origen 
preponderantemente privado, tienen que ver con 
la disminución de la autonomía de los candidatos 
frente a los donantes, y la posibilidad que en algunos 
casos el origen de estos recursos provenga de 
fuentes ilegales. En este sentido, la Misión Electoral 
Especial afirma que bajo el actual sistema los cinco 
principales problemas son “(i) Financiación pública, 
vía anticipos, es mínima y el proceso para acceder 
a los recursos estatales (tanto anticipos como 
reposición de votos) es demasiado complejo y poco 
eficiente, (ii) desconocimiento del costo real de las 
campañas políticas, (iii) excesiva dependencia 
de los recursos de origen privado, (iv) falta de 
claridad y de sanciones en el proceso de rendición 
de cuentas de las campañas, (v) débiles controles 
y sanciones para candidatos y organizaciones 

5	 El país “Votar a los 16 años” 25/11/18 Disponible 
en: https://elpais.com/elpais/2015/11/20/3500_millo-
nes/1447996680_144799.html

https://elpais.com/elpais/2015/11/20/3500_millones/1447996680_144799.html
https://elpais.com/elpais/2015/11/20/3500_millones/1447996680_144799.html
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políticas por violación de reglas de financiación 
y publicidad”6.

Así las cosas, el presente Proyecto de Acto 
Legislativo busca dar mayor protagonismo a la 
financiación pública de las campañas electorales, 
lo que redundaría en un ejercicio electoral mucho 
más trasparente, promoviendo la independencia 
de los candidatos frente a posibles financiadores 
privados con intereses particulares y evitando 
que el ejercicio político se vea atravesado por la 
existencia de “contraprestaciones” hacia estos.

Al retomar la fórmula del Proyecto de Acto 
Legislativo 012 de 2017 C, “se establecen las 
reglas para la distribución de recursos entre las 
campañas electorales basadas en la igualdad para 
todos, proporcionalidad por representación e 
incentivos por la inscripción de mujeres y jóvenes 
en las listas. Se contempla entonces: (i) el 50% 
de los recursos se reparta en partes iguales, (ii) en 
caso de corporaciones públicas, el 50% restante 
será (a) 30% por resultado electoral, (b) 10% por 
inscripción de mujeres y (c) 10% por inscripción de 
jóvenes. En las elecciones de cargos uninominales, 
el 50% se distribuirá en proporción a los resultados 
anteriores en la corporación pública nacional, 
departamental o municipal, según sea el caso”.7

La existencia de una financiación preponde-
rantemente pública de las campañas electorales 
constituye una medida que busca garantizar una 
mayor transparencia en el proceso electoral. 
Por otro lado, es una cuestión conexa con la 
posibilidad que ciudadanos jóvenes ingresen al 
ejercicio político en lo que se constituiría como 
fundamento de una mayor apertura democrática.

Listas cerradas y bloqueadas
Dentro de la teoría de los sistemas electorales, 

las listas cerradas se definen como aquellas en las 
que “el partido presenta a sus candidatos en un 
orden específico inmodificable y el votante solo 
puede emitir un voto sobre el partido” (KAS, 
2017: 4) Las listas de voto preferente, por el 
contrario, permiten que el elector elija entre el 
partido y un candidato, estando el orden original 
de la lista sujeto a modificaciones por cuenta de 
los votos que cada candidato obtiene.

El voto preferente fue introducido en el 
ordenamiento jurídico a través del Acto Legislativo 
01 de 2003, que en su artículo 13 permitió que 
los partidos políticos pudieran presentar listas 
abiertas en donde el elector pudiera expresar a 
través del voto su preferencia por un candidato 
específico. Desde entonces, la regla ha sido que 
los partidos políticos hagan uso del mecanismo 
del voto preferente y solo de manera minoritaria, 
algunos partidos políticos han optado por el uso 
de listas cerradas.

6	 Citado en la Exposición de motivos al Proyecto de Acto 
Legislativo 012 de 2017 C.

7	 Exposición de motivos al Proyecto de Acto Legislativo 
012 de 2017 C.

Las principales críticas al voto preferente 
tienen que ver con:

Clientelismo. “el voto preferente afecta negati-
vamente la unidad partidista debido a que cada candidato 
dentro del partido tiene el incentivo de competir contra 
sus copartidarios y de armar maquinarias propias e 
independientes de las otras” (Katz, 2003), cuestión esta 
que promueve la consecución de prácticas clientelistas, 
la corrupción y la conformación de facciones al interior 
de los partidos políticos.

Disminución de la importancia del contenido 
programático. El voto preferente genera incentivos a 
los partidos políticos para que avalen candidatos con 
base en “su potencial electoral y no necesariamente 
en una agenda programática alineada con los 
principios de la organización” (KAS, 2017: 9).

Personalización de la política. Los partidos 
políticos pierden importancia por cuenta de la 
ausencia de principios programáticos claros que 
sus candidatos defiendan de manera disciplinada. 
Así las cosas, la responsabilidad política y los 
ejercicios de rendición de cuentas desde los 
partidos hacia la ciudadanía, terminan diluyéndose 
por la disparidad programática al interior de los 
partidos políticos. En otras palabras, “los vínculos 
de los políticos y sus representados pasan a ser 
más personalistas que partidistas” (KAS, 2017: 9).

Costo de las campañas políticas. Debido a la 
competencia entre los candidatos al interior de los 
partidos, el voto preferente crea estímulos para que 
se inicie “la búsqueda ambiciosa de recursos, incluso 
ilícitos en algunos escenarios” (KAS, 2017: 10)

Por otro lado, las listas cerradas buscan 
“generar una lógica de representación de pro-
yectos colectivos en los que se fomenta a los 
electores. Para poder competir y diferenciarse 
unos de otros, las organizaciones políticas tendrán 
que recurrir a sus propias reputaciones, es decir, 
deberán desarrollar programas propuestas y 
mensajes de amplio alcance que sean atractivos y 
convincentes para los votantes. Al mismo tiempo, 
se desencadenarían procesos internos para la 
selección de los miembros de la lista que, a su vez 
tendrán una campaña a nombre del partido con 
la expectativa de maximizar el número de votos 
que obtienen y, consecuentemente, el número de 
curules que puedan lograr”.

Por lo anterior, se propone al Congreso de 
la República la modificación del artículo 262 
constitucional con el fin de establecer listas cerradas 
y bloqueadas. En todo caso, para la definición de 
estas listas los partidos políticos deberán realizar 
ejercicios de democracia interna que permitan 
generar condiciones para la renovación política 
y la representación programática a través de los 
partidos políticos.

A continuación, se presenta un comparativo 
entre los artículos de la Constitución Política 
(dentro de los cuales se indica qué se suprime) 
y la propuesta de Acto Legislativo (dentro de las 
cuales se indica qué se adiciona):
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Artículo 258. Modificado por el artículo 11, Acto Legislativo 01 de 
2003, así:
El voto es un derecho y un deber ciudadano. El Estado velará porque 
se ejerza sin ningún tipo de coacción y en forma secreta por los ciuda-
danos en cubículos individuales instalados en cada mesa de votación 
sin perjuicio del uso de medios electrónicos o informáticos. En las 
elecciones de candidatos podrán emplearse tarjetas electorales nu-
meradas e impresas en papel que ofrezca seguridad, las cuales serán 
distribuidas oficialmente.
La Organización Electoral suministrará igualitariamente a los vo-
tantes instrumentos en los cuales deben aparecer identificados con 
claridad y en iguales condiciones los movimientos y partidos políti-
cos con personería jurídica y los candidatos. La ley podrá implantar 
mecanismos de votación que otorguen más y mejores garantías para 
el libre ejercicio de este derecho de los ciudadanos.
Parágrafo 1o. Modificado por el artículo 9°, Acto Legislativo 01 de 
2009. El nuevo texto es el siguiente: Deberá repetirse por una sola 
vez la votación para elegir miembros de una Corporación Pública, 
Gobernador, Alcalde o la primera vuelta en las elecciones presiden-
ciales, cuando del total de votos válidos, los votos en blanco consti-
tuyan la mayoría. Tratándose de elecciones unipersonales no podrán 
presentarse los mismos candidatos, mientras en las de Corporaciones 
Públicas no se podrán presentar a las nuevas elecciones las listas que 
no hayan alcanzado el umbral.
Parágrafo 2o. Se podrá implementar el voto electrónico para lograr 
agilidad y transparencia en todas las votaciones.

Artículo 1°. El artículo 258 de la Constitución quedará así:
Artículo 258. El voto es un derecho y un deber ciudadano que se 
ejercerá a partir de los 16 años cumplidos. La lev establecerá es-
tímulos para promover el ejercicio del derecho al voto. El Estado 
velará porque se ejerza sin ningún tipo de coacción y en forma secreta 
por los ciudadanos en cubículos individuales instalados en cada mesa 
de votación sin perjuicio del uso de medios electrónicos o informáti-
cos. En las elecciones de candidatos podrán emplearse tarjetas electo-
rales numeradas e impresas en papel que ofrezca seguridad, las cuales 
serán distribuidas oficialmente.
La Organización Electoral suministrará igualitariamente a los votantes 
instrumentos en los cuales deben aparecer identificados con claridad y 
en iguales condiciones los movimientos y partidos políticos con perso-
nería jurídica y los candidatos. La ley podrá implantar mecanismos de 
votación que otorguen más y mejores garantías para el libre ejercicio de 
este derecho de los ciudadanos.
Parágrafo 1o. Deberá repetirse por una sola vez la votación para elegir 
miembros de una Corporación Pública, Gobernador, Alcalde o la pri-
mera vuelta en las elecciones presidenciales, cuando del total de vo-
tos válidos, los votos en blanco constituyan la mayoría, tratándose de 
elecciones unipersonales, no podrán presentarse los mismos candida-
tos, mientras en las de Corporaciones Públicas no se podrán presentar 
a las nuevas elecciones las listas que no hayan alcanzado el umbral.

Parágrafo 2o. Se podrá implementar el voto electrónico para lograr 
agilidad y transparencia en todas las votaciones.

Artículo 109. Modificado por el artículo 3°, Acto Legislativo 01 de 
2009. El nuevo texto es el siguiente: El Estado concurrirá a la finan-
ciación política y electoral de los Partidos y Movimientos Políticos 
con personería jurídica, de conformidad con la ley. 
Las campañas electorales que adelanten los candidatos avalados por 
partidos y movimientos con Personería Jurídica o por grupos signi-
ficativos de ciudadanos, serán financiadas parcialmente con recursos 
estatales.
La ley determinará el porcentaje de votación necesario para tener de-
recho a dicha financiación.
También se podrá limitar el monto de los gastos que los partidos, mo-
vimientos, grupos significativos de ciudadanos o candidatos puedan 
realizar en las campañas electorales, así como la máxima cuantía de 
las contribuciones privadas, de acuerdo con la ley.
Un porcentaje de esta financiación se entregará a partidos y movi-
mientos con Personería Jurídica vigente, y a  los grupos significativos 
de ciudadanos que avalen candidatos, previamente a la elección, o las 
consultas de acuerdo con las condiciones y
garantías que determine la ley y con autorización del Consejo Nacio-
nal Electoral.
Las campañas para elegir Presidente de la República dispondrán de 
acceso a un máximo de espacios publicitarios y espacios instituciona-
les de radio y televisión costeados por el Estado, para aquellos candi-
datos de partidos, movimientos y grupos significativos de ciudadanos 
cuya postulación cumpla los requisitos de seriedad que, para el efec-
to, determine la ley.
Para las elecciones que se celebren a partir de la vigencia del presente 
acto legislativo, la violación de los topes máximos de financiación 
de las campañas, debidamente comprobada, será sancionada con la 
pérdida de investidura o del cargo. La ley reglamentará los demás 
efectos por la violación de este precepto.
Los partidos, movimientos, grupos significativos de ciudadanos y 
candidatos deberán rendir públicamente cuentas sobre el volumen, 
origen y destino de sus ingresos.
Es prohibido a los Partidos y  Movimientos Políticos y a grupos signifi-
cativos de ciudadanos, recibir financiación para campañas electorales, 
de personas naturales o jurídicas extranjeras. Ningún tipo de financia-
ción privada podrá tener fines antidemocráticos o atentatorios del orden  
público.
Parágrafo. La financiación anual de los Partidos y Movimientos Po-
líticos con Personería Jurídica ascenderá como mínimo a dos punto 
siete (2.7) veces la aportada en el año 2003, manteniendo su valor en 
el tiempo.

Artículo 2o. El artículo 109 de la Constitución quedará así:
Artículo 109. El Estado concurrirá a la financiación del funciona-
miento de las organizaciones políticas con personería jurídica.

Las campañas para la elección popular de cargos y corporaciones 
públicas serán financiadas preponderantemente con recursos es-
tatales, mediante anticipos, reposición de gastos y financiación es-
tatal indirecta de algunos rubros que incluirá, al menos, la propa-
ganda electoral y la franquicia postal, de conformidad con la ley.
La distribución de los anticipos se realizará de conformidad con 
las siguientes reglas:
(i) El 50% en partes iguales entre todas las organizaciones políti-
cas con candidatos debidamente inscritos.
(ii) Tratándose de elección de una Corporación Pública el  50% 
se distribuirá así: (a) un 30% en proporción al número de curules 
que hayan obtenido en la misma elección en el proceso inmedia-
tamente anterior; (b) un 10% proporcionalmente al número de 
mujeres inscritas como candidatas en cada lista, y (c) un 10% 
proporcionalmente al número de jóvenes inscritos como candi-
datos en cada lista.
(iii) Tratándose de elección de Presidente de la República, Gober-
nador o Alcalde, el 50% se distribuirá en proporción al número 
de curules obtenidas en el Congreso, Asamblea o Concejo respec-
tivo en la elección inmediatamente anterior.
El Estado garantizará el funcionamiento del servicio público de 
transporte el día de las elecciones.
Las campañas electorales y las organizaciones políticas no po-
drán entregar donaciones, dádivas o regalos a los ciudadanos, ni 
contratar transporte de electores para la fecha de elecciones y 
para actos y manifestaciones públicas. Las transacciones y mo-
vimientos monetarios de las organizaciones políticas y las cam-
pañas electorales deberán realizarse únicamente mediante los 
mecanismos y medios del sistema financiero.
La ley podrá limitar el monto  total de los gastos de las campañas 
electorales, así como las cuantías de las contribuciones privadas.
Los partidos, movimientos y candidatos deberán rendir públicamente 
cuentas sobre el origen, volumen y destino de ingresos.
Los particulares que hagan contribuciones de cualquier naturaleza 
a partidos, movimientos políticos o campañas electorales, también 
están obligados a rendir públicamente cuentas sobre el origen, vo-
lumen y destino de ellas.
La violación de los topes máximos de financiación de campañas,  
así como de las normas de propaganda electoral, transporte de 
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La cuantía de la financiación de las campañas de los Partidos y Movi-
mientos Políticos con Personería Jurídica será por lo menos tres veces 
la aportada en el período 1999-2002 en pesos constantes de 2003. 
Ello incluye el costo del transporte del día de elecciones y el costo de 
las franquicias de correo hoy financiadas.
Las consultas de los partidos y movimientos que opten por este me-
canismo recibirán financiación mediante el sistema de reposición por 
votos depositados, manteniendo para ello el valor en pesos constantes 
vigente en el momento de aprobación de este Acto Legislativo.
Parágrafo transitorio. El Gobierno nacional o los miembros del Con-
greso presentarán, antes del 1° de agosto de 2009, un Proyecto de Ley 
Estatutaria que desarrolle este artículo.
El proyecto tendrá mensaje de urgencia y podrá ser objeto de mensaje 
de insistencia si fuere necesario. Se reducen a la mitad los términos 
para la revisión previa de exequibilidad del Proyecto de Ley Estatuta-
ria, por parte de la Corte Constitucional.

electores y movimientos monetarios, debidamente comprobadas, 
serán sancionadas con la pérdida de investidura o cargo. El reem-
plazo de quien pierda la investidura o cargo por estas razones se 
hará mediante un nuevo escrutinio, por parte del Consejo Nacio-
nal Electoral o quien haga sus veces, desconcontando los votos del 
candidato o lista de candidatos sancionada. La ley reglamentará 
la materia.
Es prohibido a los partidos y movimientos políticos y a grupos sig-
nificativos de ciudadanos recibir financiación para campañas electo-
rales, de personas naturales o jurídicas extranjeras. Ningún tipo de 
financiación privada podrá tener fines antidemocráticos o atentatorios 
del orden público.
La ley establecerá la responsabilidad penal para los represen-
tantes legales de las organizaciones políticas, los directivos de las 
campañas electorales, candidatos y particulares que violen estas 
disposiciones.
Las consultas internas de afiliados de las organizaciones políticas 
para la selección de candidatos a cargos de elección popular se 
regirán por las mismas normas de financiación que las elecciones 
populares.
Parágrafo. La financiación anual para el funcionamiento de los 
partidos políticos con personería jurídica se incrementará, para 
la vigencia siguiente a la fecha de promulgación del presente Acto 
Legislativo, en un 50%, manteniendo su valor en el tiempo.

Artículo 262. Los partidos, movimientos políticos y grupos signifi-
cativos de ciudadanos que decidan participar en procesos de elección 
popular, inscribirán candidatos y listas únicas, cuyo número de inte-
grantes no podrá exceder el de curules o cargos a proveer en la res-
pectiva circunscripción, excepto en las que se eligen hasta dos miem-
bros, las cuales podrán estar integradas hasta por tres (3) candidatos.

La selección de los candidatos de los partidos y movimientos polí-
ticos con personería jurídica se hará mediante mecanismos de de-
mocracia interna, de conformidad con la ley y los estatutos. En la 
conformación de las listas se observarán en forma progresiva, entre 
otros, los principios de paridad, alternancia y universalidad, según lo 
determine la ley.
Cada partido o movimiento político podrá optar por el mecanismo de 
voto preferente.
En tal caso, el elector podrá señalar el candidato de su preferencia 
entre los nombres de la lista que aparezcan en la  tarjeta electoral. 
La lista se reordenará de acuerdo con la cantidad de votos obtenidos 
por cada uno de los candidatos. La asignación de curules entre los 
miembros de la respectiva lista se hará en orden descendente empe-
zando por el candidato que haya obtenido el mayor número de votos 
preferentes.
En el caso de los partidos y movimientos políticos que hayan op-
tado por el mecanismo del voto preferente, los votos por el partido 
o movimiento que no hayan sido atribuidos por el elector a ningún 
candidato en particular, se contabilizarán a favor de la respectiva lista 
para efectos de la aplicación de las normas sobre el umbral y la cifra 
repartidora, pero no se computarán para la reordenación de la lista. 
Cuando el elector vote simultáneamente por el partido o movimiento 
político y por el candidato de su preferencia dentro de la respectiva 
lista, el voto será válido y se computará a favor del candidato.
La ley regulará la financiación preponderantemente estatal de las 
campañas, los mecanismos de democracia interna de los partidos, 
la inscripción de candidatos y listas propias o de coalición a cargos 
uninominales o a corporaciones públicas, la administración de recur-

Artículo 3º. El artículo 262 de la Constitución quedará así:
Artículo 262. Los partidos, movimientos políticos y grupos signifi-
cativos de ciudadanos que decidan participar en procesos de elección 
popular, inscribirán candidatos y listas únicas, cuyo número de inte-
grantes no podrá exceder el de curules o cargos a proveer en la res-
pectiva circunscripción, excepto en las que se eligen hasta dos miem-
bros, las cuales podrán estar integradas hasta por tres (3) candidatos.
Las listas serán cerradas y bloqueadas. La selección de los candi-
datos de los partidos y movimientos políticos con personería jurídica 
se hará mediante mecanismos de democracia interna, de conformidad 
con la ley. En la conformación de las listas se observarán, entre otros, 
los principios de paridad, alternancia y universalidad.
Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica que 
sumados hayan obtenido una votación de hasta el quince por cien-
to (15%) de los votos válidos de la respectiva circunscripción, po-
drán presentar lista de candidatos en coalición para corporaciones  
públicas.
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sos y la  protección de los derechos de los aspirantes. Los partidos 
y movimientos políticos con personería jurídica que sumados hayan 
obtenido una votación de hasta el quince por ciento (15%) de los vo-
tos válidos de la respectiva circunscripción, podrán presentar lista de 
candidatos en coalición para corporaciones públicas.
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SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 26 del mes de julio del año 2018 se 

radicó en este Despacho el Proyecto de Acto 

Legislativo número 08, con todos y cada uno de 
los requisitos constitucionales y legales, por: 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SECCIÓN DE LEYES
SENADO DE LA REPÚBLICA - 

SECRETARIA GENERAL 
 TRAMITACIÓN LEYES

Bogotá, D.C., 26 de julio de 2018
Señor Presidente:
Con el fin de repartir el Proyecto de Acto 

Legislativo número 08 de 2018 Senado, 
por medio del cual se adopta una reforma 
política y electoral, me permito remitir a su 
despacho el expediente de la mencionada 
iniciativa, presentada el día de hoy ante 
la Secretaría General del Senado de la 
República por los honorables Senadores Luis 
Fernando Velasco Chávez, Horacio Serpa 
Moncada, Miguel Ángel Pinto, Fabio Amín 
Saleme, Julián Bedoya Pulgarín, Rodrigo 
Villalba Mosquera, Andrés Cristo Bustos, 
Guillermo García Realpe, Laura Fortich 
Sánchez, Jaime Durán Barrera. La materia 
de qué trata el mencionado Proyecto de Acto 
Legislativo, es competencia de la Comisión 
Primera Constitucional Permanente del 
Senado de la República, de conformidad con 
las disposiciones Constitucionales y Legales.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Julio 26 de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto 
de Acto Legislativo a la Comisión Primera 
Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la 
Gaceta del Congreso.

Cúmplase
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
Ernesto Macías Tovar.

Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 61 DE 2018 
SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo 
relativo a la contaminación procedente de fuentes 
y actividades terrestres del Convenio para la 
Protección y el Desarrollo del Medio Marino de la 
Región del Gran Caribe”, adoptado en Oranjestad, 

Aruba, el 6 de octubre de 1999.

El Congreso de la República
Visto el texto del “Protocolo relativo a la 

contaminación procedente de fuentes y actividades 
terrestres del Convenio para la Protección y el 

Desarrollo del Medio Marino de la Región del 
Gran Caribe”, adoptado en Oranjestad, Aruba, el 
6 de octubre de 1999.

[Para ser transcrito: Se adjunta copia fiel 
y completa del texto original en español del 
Protocolo, certificado por la Coordinadora del 
Grupo Interno de Trabajo de Tratados de la 
Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, documento 
que reposa en los archivos de ese Ministerio y 
consta de dieciséis (16) folios].

El presente proyecto de ley consta de veinticinco 
(25) folios.

P R O Y E C T O S  D E  L E Y
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes
En nombre del Gobierno nacional, y en 

cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 150 
numeral 16, 189 numeral 2, y 224 de la Constitución 
Política de Colombia, presentamos a consideración 
del honorable Congreso de la República, el proyecto 
de ley “por medio de la cual se aprueba el “Protocolo 
Relativo a la Contaminación Procedente de Fuentes 
y Actividades Terrestres del Convenio para la 
Protección y el Desarrollo del Medio Marino de la 
Región del Gran Caribe”, adoptado en Oranjestad, 
Aruba, el 6 de octubre de 1999”.

I. ANTECEDENTES
La calidad de las aguas es fundamental para la 

salud de los ecosistemas y la biodiversidad marina, 
así como para el desarrollo de las actividades 
productivas y económicas, principalmente de las 
poblaciones costeras, una buena calidad del recurso 
hídrico contribuye al crecimiento económico y a la 
reducción de la pobreza1. Es así como el valor de 
los océanos no se limita al punto de vista ecológico 
y del recurso paisajístico; como hábitat de una 
gran variedad de ecosistemas, su contribución se 
extiende a la productividad marina, al equilibrio y 
protección de la dinámica costera y a la recuperación 
y mantenimiento de las actividades productivas de 
sus habitantes2.

El impacto de la contaminación sobre los 
ecosistemas marinos es más evidente a lo largo de 
la zona costera, en donde se puede establecer un 
vínculo directo con las actividades humanas que 
ocurren en estas áreas. No obstante, a lo anterior 
se suma un problema más complejo que es el 
de las fuentes terrestres de contaminación que 
pueden estar ubicadas a distancias considerables 
del mar. Dichas fuentes, que pueden provenir 
de sectores como el turismo, los hogares, la 
industria, la agricultura, la silvicultura, la minería 
y la navegación, también pueden impactar vastas 
extensiones del medio ambiente marino a través 
del incremento del volumen de sedimentos, 
nutrientes y cargas de contaminantes que son 
descargadas, entre otros, por los ríos.

La contaminación de estos ambientes es una 
problemática global que trasciende las fronteras de 
países y continentes y que afecta particularmente a 
la Región del Gran Caribe (en adelante RGC o la 
Región)3, debido a los impactos de las construcciones 
costeras, los métodos de pesca destructiva, la minería, 

1	 Global Partnership for the Oceans, Iniciativa liderada 
por el Banco Mundial para movilizar esfuerzos tendien-
tes a garantizar la salud de los océanos.

2	 DNP, 2008. Elementos básicos para el Manejo Integrado 
de Zonas Costeras. Pág. 60

3	 En 1994 el Programa Ambiental del Caribe del Programa 
de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente presentó 
el Reporte Técnico número 33 que resume los resultados 
de la Evaluación y Control de la Contaminación Marina 
(CEPPOL). El Reporte incluye en particular los inven-
tarios de las fuentes y actividades terrestres en 25 países 
de la región con una perspectiva regional, las diferencias 
subregionales y la evaluación de las principales cargas 
contaminantes que afectan a la RGC.

la explotación de petróleo y gas natural, a lo que se 
suman las fuentes terrestres de contaminación tales 
como las descargas industriales y de aguas residuales, 
los agroquímicos y las escorrentías, entre otras.

Otros Instrumentos Multilaterales en materia 
de contaminación marina por fuentes terrestres

En relación con la problemática de la 
contaminación marina por fuentes terrestres, es 
importante mencionar igualmente los siguientes 
instrumentos, los cuales establecen lineamientos 
generales para los estados:

•	 El Programa de Acción Mundial para la Pro-
tección del Medio Marino frente a las acti-
vidades realizadas en tierra (PAM), adoptado 
en 1995.

•	 El documento “El futuro que queremos”, 
adoptado en 2012 por la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sosteni-
ble en Río de Janeiro, Brasil, que enfatiza la 
importancia de la conservación y uso sosteni-
ble de los océanos, mares y sus recursos para 
el desarrollo sostenible, y plasma la preocu-
pación sobre la afectación de la diversidad 
biológica de los océanos y mares causada por 
fuentes de contaminación marina y terrestre, 
entre ellas las actividades navieras y las esco-
rrentías. En este instrumento de ley blanda, 
los países se comprometen a tomar medidas 
para 2025, basadas en los datos científicos re-
unidos, y de ese modo prevenir los daños en 
el medio costero y marino.

•	 La Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible, adoptada mediante Resolución A/
Res/70/1, de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas incluye como Objetivos 
de Desarrollo Sostenible al menos dos que 
son relevantes en esta materia: por una parte 
el Objetivo 6 tendiente a garantizar la dispo-
nibilidad de agua y su gestión sostenible, y 
el saneamiento para todos, que comprende 
la meta de mejorar para 2030 la calidad del 
agua mediante la reducción de la contami-
nación, la eliminación del vertimiento y la 
reducción al mínimo de la descarga de ma-
teriales y productos químicos peligrosos, la 
reducción a la mitad del porcentaje de aguas 
residuales sin tratar y un aumento sustancial 
del reciclado y la reutilización en condicio-
nes de seguridad a nivel mundial. Por otra 
parte, el Objetivo 14 establece: “Conservar 
y utilizar en forma sostenible los océanos, 
los mares y los recursos marinos para el 
desarrollo sostenible”, e incluye la meta de 
prevenir y reducir para 2025 de manera sig-
nificativa, la contaminación marina de todo 
tipo, en particular la contaminación produ-
cida por actividades realizadas en tierra fir-
me, incluidos los detritos marinos y la con-
taminación por nutrientes.

•	 La Alianza Mundial a favor de los Océanos 
que es una coalición entre gobiernos, el sec-
tor privado, la sociedad civil, instituciones de 
investigación y agencias de Naciones Unidas 
que nace en el año 2012 por iniciativa del 
Banco Mundial para combatir las amenazas 
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a la salud, la productividad y la capacidad de 
resistencia de los océanos del planeta4.

II. EL PROTOCOLO RELATIVO A LA 
CONTAMINACIÓN PROCEDENTE DE 
FUENTES Y ACTIVIDADES TERRESTRES 
DEL CONVENIO PARA LA PROTECCIÓN Y 
EL DESARROLLO DEL MEDIO MARINO DE 

LA REGIÓN DEL GRAN CARIBE
La problemática descrita anteriormente puso 

en evidencia la necesidad de cooperación y 
coordinación a nivel regional para prevenir, reducir 
y controlar la contaminación marina. Es así como 
en el marco del Convenio para la Protección y el 
Desarrollo del Medio Marino de la Región del Gran 
Caribe5 (en adelante Convenio de Cartagena), los 
Estados Parte decidieron desarrollar el “Protocolo 
Relativo a la Contaminación Procedente de Fuentes 
y Actividades Terrestres” (en adelante el Protocolo 
FTCM), que fue adoptado en 1999 luego de intensas 
negociaciones en las cuales Colombia participó 
activamente.

Este tratado, entró en vigor el 13 de agosto de 
2010.

El Protocolo FTCM tiene como objetivo proteger 
el medio ambiente marino y la salud humana de 
las actividades terrestres puntuales y no puntuales 
que lo contaminan. De igual forma, provee un 
marco legal para combatir la contaminación 
basado en las necesidades nacionales y regionales 
y sus prioridades. Se centra en corregir las fuentes 
de contaminación e incluye la promoción de la 
Evaluación del Impacto Ambiental (EIA), junto 
con la aplicación de las tecnologías más apropiadas 
y de las mejores prácticas de gerencia a la vez 
que promueve el establecimiento de estándares de 
contaminación.

Es importante señalar que este instrumento, 
es el primer acuerdo ambiental regional donde se 
establecen límites de efluentes6 y otras obligaciones 
específicas para fuentes listadas de contaminación, 
a la vez que se establecen calendarios para su 
cumplimiento por las Partes. El Protocolo establece 
que la implementación de sus normas puede 
adelantarse de manera progresiva. Un ejemplo de la 
gradualidad en las obligaciones puede verse en la 
siguiente tabla:

Años después de la 
entrada en vigor

Las fuentes de desagües deben cumplir 
con los estándares del Protocolo

0 Nuevos sistemas de aguas residuales domésti-
cas (públicos y privados)

4	 Colombia se vinculó a esta iniciativa en 2013 la cual 
cuenta actualmente con más de 200 socios y moviliza re-
cursos financieros en paquetes de inversión para apoyar 
océanos más saludables.

5	 Ratificado por Colombia mediante la Ley 56 de 1987. 
Su ámbito geográfico de aplicación se extiende desde 
las Bahamas al Norte, hasta Trinidad y Tobago al Sur, 
y Barbados al Este con todas las islas que quedan com-
prendidas en estos límites, e incluye también las Costas 
del Caribe y las cuencas acuíferas de América Central y 
del Sur.

6	 Ver Límites de Efluentes de acuerdo con la clase de aguas, des-
crita en el Anexo III, Literal C.

Años después de la 
entrada en vigor

Las fuentes de desagües deben cumplir 
con los estándares del Protocolo

10 Sistemas existentes de aguas residuales domés-
ticas que no sean sistemas comunitarios.

20 Todos los sistemas excepto aquellos que de-
pendan exclusivamente de sistemas “caseros” 
(por ejemplo, unidades sépticas familiares).

Es así como el instrumento consta de diecinueve 
(19) artículos y 4 anexos que forman parte integrante 
del mismo, de la siguiente manera:

•	 Artículo I: Definiciones
El artículo I, se limita a incluir las definiciones 

relevantes para efectos del Acuerdo. En este artículo 
se definen expresiones tales como “Contaminación 
de la zona de aplicación del Convenio”, “Fuentes 
y actividades terrestres”, “Tecnología más 
apropiada”, “Expertos”, “Monitoreo”, entre otros.

•	 Artículo II: Disposiciones Generales
Mediante este artículo, se establece el compromiso 

de los Estados Parte de respetar la soberanía, los 
derechos soberanos y la jurisdicción de los otros 
Estados, conforme el derecho intencional, en el 
marco de la aplicación del Protocolo.

•	 Artículo III: Obligaciones Generales
El artículo III, establece la responsabilidad de 

cada Parte Contratante de adoptar las medidas 
adecuadas que sean necesarias para prevenir, 
reducir y controlar la contaminación de la zona 
de aplicación del Convenio procedente de fuentes 
y actividades terrestres, ya sea mediante planes, 
programas y medidas subregionales y regionales 
propias o conjuntas con otros Estados.

•	 Artículo IV: Anexos
Este artículo, establece que las Partes Contratantes 

deberán abordar las categorías de fuentes,
actividades y contaminantes asociados que son 

causa de preocupación, numeradas en el Anexo I de 
este Protocolo, mediante la preparación y aplicación 
progresiva de anexos adicionales para aquellas 
categorías de fuentes, actividades y contaminantes 
asociados que son causa de preocupación. De 
conformidad con las disposiciones de los anexos de 
los cuales sea parte, cada Parte Contratante adoptará 
las medidas necesarias para prevenir, reducir y 
controlar la contaminación de la zona de aplicación 
de la Convención.

•	 Artículo V: Cooperación y Asistencia
El artículo V, prevé la facultad de las Partes 

para cooperar bilateralmente, a nivel subregional, 
regional o mundial, mediante la formulación de 
programas científicos, técnicos y educativos, 
capacitaciones de personal, y asesoramiento técnico 
(entre otros), en áreas como:

i.	 Actividades de monitoreo.
ii.	 Investigación de la composición química, el 

destino, el transporte y los efectos de los con-
taminantes.

iii.	 Intercambio de información científica y téc-
nica.

iv.	 Identificación y uso de tecnologías apropia-
das aplicables a las categorías determinadas 
en el Anexo I.
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v.	 Investigación y desarrollo de tecnológicas y 
prácticas para la aplicación del presente Pro-
tocolo.

•	 Artículo VI: Programas de Monitoreo y Eva-
luación

El artículo VI, señala lo relativo a la formulación 
y ejecución programas de monitoreo, cuya 
información deberá ponerse a disposición del 
Comité Científico y Técnico, en aras de evitar 
la duplicación de esfuerzos en particular con la 
ejecución de programas similares de organizaciones 
internacionales.

•	 Artículo VII: Evaluación del Impacto  
Ambiental

Este artículo, establece el compromiso de las 
Partes para formular y adoptar directrices relativas a 
las evaluaciones de impacto ambiental, y las faculta 
para que cuando alguna de las Partes crea que 
una actividad terrestre prevista sobre su territorio 
pueda causar contaminación sustancial en la zona 
de aplicación del Convenio, examine los efectos 
potenciales de dicha actividad, asegurando en la 
medida de lo posible que las personas afectadas 
participen en todo proceso de examen.

•	 Artículo VIII: Desarrollo de Sistemas de In-
formación

El artículo VIII, dispone que las Partes 
deberán cooperar, directamente o a través de 
las organizaciones, subregionales, regionales 
pertinentes y, cuando sea apropiado, a nivel mundial 
en el desarrollo de sistemas y redes de intercambio 
de información a fin de facilitar la aplicación del 
Protocolo.

•	 Artículo IX: Contaminación Transfronteriza
El artículo IX, insta a las Partes a celebrar 

consultas entre sí cuando se presenten situaciones 
de contaminación en una de las Partes Contratantes, 
que pueda tener efectos adversos en el medio 
marino o costero de una o más de las otras Partes 
Contratantes.

•	 Artículo X: Participación
En el artículo X, se convino lo relativo a la 

promoción del acceso público a la información y 
documentación, relacionada con la contaminación 
procedente de fuentes y actividades terrestres en 
la zona de aplicación del Convenio, así como de 
oportunidades para la participación ciudadana en 
los procesos de toma de decisiones relativos a la 
aplicación del instrumento.

•	 Artículo XI: Educación y Concientización
Este artículo, le concede a los Estados Parte la 

responsabilidad de formular y ejecutar, individual 
y colectivamente, programas de educación y 
concientización ambientales para el público, 
relacionados con la necesidad de prevenir, reducir y 
controlar la contaminación de la zona de aplicación 
del Convenio, así como de promover la capacitación 
de quienes participan en ello.

•	 Artículo XII: Presentación de Informes
En el artículo XII, se acordó la presentación de 

informes con datos sobre las medidas adoptadas, 
los resultados obtenidos y cualquier dificultad 
encontrada con la aplicación del Protocolo. Dicha 
información deberá ser presentada al Comité 

Científico, Técnico y Asesor, quien usará dicha 
información como insumo para preparar informes 
regionales los cuales serán presentados a las Partes 
Contratantes.

•	 Artículo XIII: Mecanismos Institucionales
El presente artículo, incluye lo relacionado 

con la designación de los puntos focales que se 
desempeñarán como enlaces con la Organización en 
los aspectos técnicos del Protocolo. De igual forma, 
se establecen las funciones de la Organización como 
secretaría.

•	 Artículo XIV: Comité Científico, Técnico y 
Asesor

Este artículo, establece la creación y las funciones 
del Comité Científico, Técnico y Asesor, ante el 
cual se designará un representante de cada Estado 
Parte (experto calificado en la materia objeto del 
Protocolo). A su vez, se dispone que el Comité será 
responsable de presentar informes y asesorar a las 
Partes Contratantes en lo relativo a la aplicación del 
mismo.

•	 Artículo XV: Reuniones de las Partes Contra-
tantes

Este artículo prevé que las reuniones ordinarias 
de las Partes Contratantes del presente Protocolo 
y sus funciones, las cuales se celebrarán junto con 
las reuniones ordinarias de las Partes Contratantes 
del Convenio, previstas en el Artículo 16 del 
Convenio. No obstante, se podrán celebrar reuniones 
extraordinarias a solicitud de la Organización o 
de cualquier Parte Contratante, siempre y cuando 
dichas solicitudes sean aprobadas por la mayoría de 
las Partes Contratantes.

•	 Artículo XVI: Financiamiento
El artículo dieciséis, faculta a la Organización 

para gestionar fondos adicionales u otras formas 
de asistencia para las actividades relacionadas con 
el Protocolo, con otros gobiernos y organismos 
gubernamentales, organizaciones internacionales, 
organizaciones no gubernamentales, el sector 
privado y personas naturales para el logro de 
objetivos específicos del Protocolo. De igual 
forma, aquí se establece el compromiso de las 
Partes de movilizar sus recursos financieros 
para la ejecución de los planes, programas y  
medidas.

•	 Artículo XVII: Adopción y entrada en vigor 
de nuevos anexos y de enmiendas a los ane-
xos 

En este artículo se establecen las reglas de 
juego respecto a la adopción y entrada en vigor de 
nuevos anexos y enmiendas a los mismos (párrafos 
2° y 3° del artículo 19 de Convenio), y se prevé 
que, por mayoría de tres cuartos de las Partes 
Contratantes presentes y votantes, una enmienda 
que sea de gran importancia podrá entrar en vigor 
de conformidad con los párrafos 5 y 6 del Artículo 
18 del Convenio.

•	 Artículo XVIII: Ratificación, Aceptación, 
Aprobación y Adhesión

El presente artículo consagra que la ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión del Protocolo 
está sujeta a lo dispuesto en los artículos 26 y 27 
del Convenio, y establece la facultad de los Estados 
Parte de hacer declaraciones a la hora de depositar su 
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instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión, en la que se señale la aplicación de los 
anexos I a IV, así como la respectiva entrada en 
vigor de los nuevos.

•	 Artículo XIX: Firma
El artículo XIX establece que la firma del 

Protocolo por cualquier Estado Parte del Convenio, 
podrá llevarse a cabo en Oranjestad, Aruba, el 6 de 
octubre de 1999, y en Santa Fe de Bogotá, Colombia, 
del 7 de octubre de 1999 al 6 de octubre del 2000.

•	 Anexos
Como parte integral del instrumento, se incluyen 

una serie de Anexos técnicos los cuales listan las 
categorías de fuentes prioritarias, actividades y 
contaminantes asociados, así:

•	 Anexo I: Establece categorías de fuentes, ac-
tividades y contaminantes conexos que son 
causa de preocupación.

•	 Anexo II: Incluye los factores que se usarán 
para determinar los controles de las fuentes 
de efluentes y de emisiones y las prácticas de 
manejo.

•	 Anexo III: Incluye lo referente a aguas resi-
duales domésticas.

•	 Anexo IV: Establece las fuentes no puntuales 
de contaminación agrícola

III. IMPORTANCIA PARA COLOMBIA  
DEL PROTOCOLO FTCM

Panorama nacional de la contaminación 
marina de origen terrestre

En el marco de la Política Nacional Ambiental para 
el Desarrollo Sostenible de los Espacios Oceánicos 
y las Zonas Costeras e Insulares de Colombia 
(PNAOCI), el Instituto de Investigaciones Marinas 
y Costeras (Invemar) ha liderado un amplio esfuerzo 
interinstitucional para avanzar en el diagnóstico y 
evaluación de la calidad ambiental marina en las 
áreas costeras e insulares del país7. Como resultado 
de los estudios e investigaciones llevadas a cabo 
desde el año 2000 por medio de la Red de Vigilancia 
para la Conservación y Protección de las Aguas 
Marinas y Costeras de Colombia (REDCAM), 
ha sido posible identificar las principales fuentes 
terrestres que alteran la calidad de las corrientes de 
agua continentales y en consecuencia la calidad de 
las aguas costeras de Colombia8.

Entre las mencionadas fuentes, se encuentran los 
vertimientos de aguas residuales domésticas que 
se caracterizan principalmente por la presencia de 
materiales orgánicos biodegradables y compuestos 
sintéticos como detergentes y microorganismos 
patógenos; los vertimientos de aguas residuales 
industriales que contienen metales pesados y 
derivados de petróleo, y los vertimientos de 
aguas residuales agrícolas y pecuarias los cuales 
contienen fertilizantes y plaguicidas. Así mismo 

7	 DNP, 2007. Visión Colombiana II Centenario 2019. El 
Territorio Marino Costero en Forma Eficiente y Sosteni-
ble. Bogotá, 101 p.

8	 Invemar. 2008. Diagnóstico y Evaluación de la calidad 
ambiental marina en el Caribe y Pacífico colombiano. 
Red de vigilancia para la conservación y protección de 
la calidad de las aguas marinas y costeras de Colombia. 
Santa Marta, 296 p.

se listan las actividades portuarias, el transporte 
marítimo y el transporte de combustible que 
incluye las actividades de descarga de petróleo y 
sus derivados, las cuales eventualmente implican 
derrames en los cuerpos de agua. Las descargas 
de los ríos son la vía principal de entrada de los 
contaminantes producidos por actividades humanas 
y por causas naturales al mar9.

En el mismo sentido, en la cuenca baja de los 
ríos y los litorales de Colombia existen múltiples 
actividades que generan residuos líquidos y sólidos 
producto de actividades industriales, agrícolas y 
portuarias, así como las descargas municipales, entre 
otras. Algunas de estas actividades que se realizan 
al interior del continente, impactan la zona costera 
a través de las descargas de aguas superficiales y 
subterráneas que transportan contaminantes. Las 
dos cuencas que drenan a las costas de Colombia 
tienen un área de 450.000 km2 y representan el 
40% del país, de las cuales el 33% desembocan al 
Caribe y 7% al Pacífico. Casi la mitad del área está 
clasificada como natural (~48 %), pero la otra mitad 
está compuesta por áreas agrícolas, pastos, áreas 
urbanas e industriales con capacidad para aportar 
sus residuos líquidos y sólidos al mar (IGAC, 
2010). Estos residuos son fuente importante de 
materia orgánica, detergentes, sólidos, nutrientes 
inorgánicos y microorganismos de origen fecal que 
disminuyen la disponibilidad de oxígeno, afectando 
la calidad del agua costera.

El movimiento de los contaminantes desde el 
continente hacia el mar depende de factores como 
la cobertura terrestre y el drenaje de las cuencas 
hidrográficas, entre otros. La mayoría del agua 
terrestre de las cuencas analizadas drena de la 
cuenca del río Magdalena, con un área de 270.000 
km2, que representa el 24% de todo el país y el 60% 
del área que fluye al litoral en los departamentos 
de Atlántico y Bolívar. Una gran proporción de 
la cuenca es dedicada a la agricultura, que aporta 
por escurrimiento de nutrientes, sedimentos y 
plaguicidas, aunque una parte de estos contaminantes 
no llegan a la costa debido a que se depositan durante 
el transporte.

Uno de los mayores impactos sobre la zona costera 
es la disposición inadecuada de aguas residuales 
domésticas. Esta problemática se ve generalizada en 
la mayoría de los asentamientos costeros del Caribe 
y el Pacífico, debido a que no alcanzan al 30 % en 
cobertura de alcantarillado y son muy pocos los 
municipios que cuentan con sistemas de tratamiento 
de aguas residuales (SSPD, 2009)”10.

9	 Lerman, A. 1981. Controls on River Water Composition and 
the Mass Balance of River Systems, In: Sesion I of River In-
puts to Ocean Systems – Taller de Trabajo ACMRR/SCOR/
GESAM –Ríos, FAO, Roma 26 -30 de marzo de 1979, 
UNESCO –COI/PNUMA, Naciones Unidas, Nueva 
York.

10	 Vivas-Aguas, et al. 2011. Calidad de las aguas marinas y 
costeras del Caribe y Pacífico colombianos. (63-82). En: 
Invemar. Informe del Estado de los Ambientes y Recur-
sos Marinos y Costeros en Colombia: Año 2010. Serie 
de Publicaciones Periódicas número 8. Santa Marta, 322 
Pág.
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La información disponible a nivel nacional indica 
el deterioro de la calidad del agua superficial en 
términos de Demanda Química de Oxígeno (DQO) 
y de Demanda Biológica de Oxígeno (DBO), en el 
Medio y Bajo Magdalena, y Cuenca del río Cauca; 
la presencia de sustancias de interés sanitario como 
el mercurio, plomo y zinc, así como desbalance de 
nutrientes.11 En el análisis ambiental de la región 
América Latina y el Caribe12 se documentaron 
necesidades y problemas relacionados con la falta 
y/o insuficiencia de sistemas de alerta temprana, 
diagnóstico y evaluación del impacto ambiental 
de la contaminación por plaguicidas, compuestos 
orgánicos persistentes, metales pesados y otros 
contaminantes de origen natural y de origen 
antropogénico, en alimentos y matrices ambientales 
a nivel de cuencas; así como inadecuados sistemas 
de conocimiento sobre disponibilidad y calidad de 
los recursos hídricos.

Avances a nivel nacional que contribuyen a la 
implementación del Protocolo.

Se mencionan a continuación una serie 
de actividades y avances en el desarrollo e 
implementación de políticas, planes y programas 
relevantes para la lucha contra la contaminación 
marina por fuentes terrestres, las cuales contribuyen 
a la implementación del tratado. Estas actividades 
y avances evidencian que el país ya cuenta 
con herramientas para el cumplimiento de las 
obligaciones que se derivarán de la ratificación del 
Protocolo FTCM.

•	 El desarrollo del Plan Nacional de Aguas 
Residuales Municipales en Colombia (2004) 
que busca atender la problemática de conta-
minación hídrica generada por efluentes sin 
tratamiento, priorizando las acciones con cri-
terios de gradualidad, en aquellas localidades 
ubicadas en las regiones del país con mayor 
densidad poblacional y menor rendimiento 
hídrico que afectan ecosistemas aguas abajo 
y/o acueductos de otros municipios.

•	 La elaboración Plan Nacional para la imple-
mentación de Buenas Prácticas Agrícolas 
(2004) expedido por el Ministerio de Agri-
cultura con el objetivo de mejorar los sis-
temas de producción agrícola y fomentar la 
conservación de los recursos naturales.

•	 Otras Políticas incluyen el Conpes 3177 de 
2002, que estableció las “Acciones prioritarias 
y lineamientos para la formulación del Plan 
Nacional de Manejo de Aguas Residuales-
PMAR” y la estrategia del Estado para acelerar 
el crecimiento de las coberturas y mejorar la 
calidad de los servicios contenida en el Con-
pes 3463 de 2007 que estableció “Los Pla-

11	 Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territo-
rial. 2010. Política Nacional para la Gestión Integral del 
Recurso Hídrico. Bogotá, D. C. Colombia. 124 p.

12	 ARCAL/IAEA. 2008. Perfil Estratégico Regional para 
América Latina y el Caribe (PER) 2007-2013. Medio 
Ambiente en América Latina y el Caribe a la luz del 
PER. Organismo Internacional de Energía Atómica. 
Acuerdo Regional de Cooperación para la Promoción 
de la Ciencia y Tecnología Nucleares en América Latina 
y el Caribe.

nes Departamentales de Agua y Saneamiento 
para el manejo empresarial de los servicios de 
acueducto, alcantarillado y aseo”.

•	 El programa de Saneamiento de Vertimientos 
(Saber), que viene adelantando el Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, donde se 
están realizando acciones para el tratamiento 
de las aguas residuales generadas en las cabe-
ceras municipales de las cuencas más impac-
tadas del país.

•	  En el marco de la Alianza Mundial a favor 
de los Océanos, el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, en coordinación con 
otros ocho países, adelanta la formulación 
del informe de Calidad de Aguas en la Re-
gión Caribe. Esta información será el punto 
de partida del plan de acción para reducir la 
contaminación al mar cuya implementación 
está apoyada por esta iniciativa.

Paralelamente y como piloto mundial se elaboró 
un diagnóstico del volumen de basuras que aporta 
el río Magdalena al mar, haciendo especial énfasis 
en los plásticos, los cuales representan una de 
las principales amenazas en materia de residuos 
sólidos presentes en el ambiente marino (el 80% de 
los plásticos en el océano provienen de la tierra13).

•	 Así mismo y en el marco de la misma inicia-
tiva, el Ministerio unió esfuerzos con el Ban-
co Mundial para lograr la implementación 
de una estrategia para avanzar en el proceso 
de concientización sobre basuras marinas. 
Haciendo uso de la plataforma diseñada por 
la Alianza para la Recuperación del Océano 
denominada Alerta Global, se desarrolló un 
proyecto piloto de implementación con la 
aplicación de mecanismos de participación 
ciudadana para las diferentes regiones del 
Río Magdalena en la cual grupos comuni-
tarios pueden manejar sus propios datos y 
que permite con ayuda del público, reco-
lectar aún más datos como una herramienta 
de mapeo público de la contaminación por 
plástico en cuencas y áreas costeras.

•	 La implementación conjuntamente con Cos-
ta Rica y Nicaragua del proyecto “Colom-
bia, Reduciendo el Escurrimiento de Plagui-
cidas al Mar Caribe - REPCar” contribuyó 
a prevenir y reducir la contaminación por 
escurrimiento de plaguicidas al mar Caribe 
a través de la sensibilización y capacitación 
a los agricultores del Caribe colombiano so-
bre el uso adecuado y racional de los agro-
químicos; la implementación de proyectos 
demostrativos en banano y plátano con el 
fin de adoptar Buenas Prácticas Agrícolas y 
el establecimiento de un Programa de Moni-
toreo costero de Plaguicidas con el Invemar. 
Gracias a este proyecto, se capacitaron unas 
8.000 personas a quienes se les enseñó que a 
través de buenas prácticas agrícolas es posi-
ble ahorrar dinero, prevenir enfermedades y 
evitar que residuos de plaguicidas terminen 
acabando con la biodiversidad marina del 
Caribe.

13	 ORA - Ocean Recovery Alliance. ONG que trabaja con el 
tema de basura marina.
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•	 La implementación del “Sello Ambiental 
Colombiano” (SAC) (Resolución 1555 de 
2005) es una etiqueta que permite identifi-
car y diferenciar productos y servicios que 
pueden demostrar el cumplimiento de cri-
terios ambientales en su ciclo de vida. Una 
de las categorías más relevantes en el marco 
del Protocolo en estudio es el “Estableci-
miento de Alojamiento y Hospedaje” la cual 
incluye aspectos como el de uso eficiente de 
agua, manejo de residuos sólidos y uso ra-
cional de productos químicos.

•	 La expedición de la Política Nacional de los 
espacios Oceánicas y Costeros (Pnoec).

•	 La expedición de la Política Nacional para 
la Gestión Integrada de Recursos Hídricos 
(GIRH), la cual incorporó las aguas marinas 
a este concepto, y aborda de manera parti-
cularmente relevante para la implementa-
ción del Protocolo FTCM, la necesidad de 
incrementar y/o mejorar los sistemas de mo-
nitoreo, seguimiento y evaluación de verti-
mientos, de tal forma que permitan conocer 
periódicamente su evolución, así como la 
calidad y el estado de los cuerpos de agua 
receptores priorizados en el Plan Hídrico 
Nacional.

•	 La expedición del Decreto 3930 de 2010, 
que actualizó la normatividad relacionada 
con el Ordenamiento del Recurso Hídrico 
y expidió nuevas normas para el manejo de 
vertimientos a aguas superficiales, suelos 
asociados con acuíferos, aguas marinas y al-
cantarillados del país.

•	 La creación en el 2011, de la Dirección 
de Asuntos Marinos, Costeros y Recursos 
Acuáticos al interior del Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible contribuye a 
fortalecer la capacidad y la gobernanza que 
se va a requerir para la implementación del 
Protocolo FTCM en Colombia, con un es-
quema institucional moderno y con cubri-
miento en materia de jurisdicción en la tota-
lidad del territorio marino nacional.

•	 La Ley 1450 de 2011, estableció la autori-
dad ambiental de las Corporaciones Autóno-
mas Regionales (CAR) y las de Desarrollo 
Sostenible de los departamentos costeros, 
en las zonas marinas; y, precisó las compe-
tencias de las CAR y de Desarrollo Sosteni-
ble, de los grandes centros urbanos y de los 
Establecimientos Públicos Ambientales en 
GIRH.

•	 La expedición del Decreto 1120 de 2013 
“Por el cual se reglamentan las Unidades 
Ambientales Costeras (UAC) y las comisio-
nes conjuntas, se establecen las reglas de 
procedimiento y criterios para reglamen-
tar la restricción de ciertas actividades en 
 pastos marinos, y se dictan otras disposi-
ciones”.

•	 El establecimiento de la Red de Vigilan-
cia para la Conservación y Protección de 
la Aguas Marinas y Costeras de Colombia 
(Redcam).

•	 La elaboración de un Programa Nacional 
de Investigación, Prevención, Reducción 
y Control de Fuentes Terrestres y Marinas 
de Contaminación al Mar -PNICM- (2004-
2014), el cual incluye el desarrollo de un 
plan de acción 2014- 2019 como estrategia 
para la implementación y priorización de 
acciones que permitan mejorar la calidad de 
las aguas marinas.

•	 La introducción en 2006 de las Agendas 
Ambientales como instrumento de coordi-
nación Interministerial ha propiciado esce-
narios más adecuados de coordinación sec-
torial e institucional, un elemento esencial 
para la implementación efectiva del Proto-
colo FTCM.

IV. CONCLUSIONES
Por las razones descritas en el presente 

documento, la ratificación y posterior 
implementación del Protocolo FTCM por parte 
de Colombia, favorecerá el desarrollo sustentable 
en beneficio de los recursos marinos y costeros 
de la Región del Gran Caribe. Así mismo hacer 
parte de este instrumento internacional favorecerá 
una mayor integración y efectividad en el manejo 
de los recursos naturales en pro del desarrollo 
económico, especialmente en las áreas de turismo 
y pesca. Igualmente contribuiría al fortalecimiento 
de la capacidad legal e institucional del gobierno 
nacional, a la vez que abriría las puertas a un 
mejor acceso a fondos y recursos de cooperación 
internacional.

Se hace necesaria la ratificación del Protocolo 
FTCM por parte de Colombia como requisito 
indispensable para que el país pueda beneficiarse 
de los recursos de cooperación destinados a su 
implementación. Como Estado Parte de este 
tratado, obtendríamos ayuda técnica y financiera 
para la implementación de las acciones tendientes 
a minimizar y prevenir la problemática descrita. 
Lo anterior se evidenciaría igualmente en el 
incremento del apoyo técnico-científico y en el 
fortalecimiento de las asociaciones, programas 
y proyectos nacionales y regionales lo cual 
redundaría en un mejoramiento de la salud de los 
ecosistemas costeros y marinos.

Adicionalmente y considerando los avances 
logrados por Colombia y a los que se hizo referencia 
en el presente documento, ratificar el Protocolo 
le permitirá al país continuar, en un contexto de 
cooperación regional, con la implementación del 
Programa Nacional de Investigación, Evaluación, 
Prevención, Reducción y Control de Fuentes 
Terrestres y Marinas de Contaminación al Mar 
(PNICM), en el marco de la Política Nacional 
para la Gestión Integral del Recurso Hídrico, y 
la Política Nacional del Océano y los Espacios 
Costeros.

Adicionalmente, debe mencionarse que en 
el contexto del proceso de ingreso de Colombia 
a la Organización para la Coope-ración y el 
Desarrollo Económico-OCDE, esta organización 
incluyó dentro de sus recomendaciones la de 
“fortalecer los esfuerzos por controlar las 
fuentes terrestres de contaminación marina, 
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especialmente aquellas que impacten los 
ecosistemas frágiles del Caribe; evaluar la 
necesidad de fortalecer las medidas para 
proteger el medio ambiente marino y costero por 
medio de: (i) revisar la implementación de la 
Política Nacional Ambiental para el Desarrollo 
Sostenible de los Espacios Oceánicos y las Zonas 
Costeras e Insulares; (ii) evaluar los resultados 
del Programa Nacional para la Investigación, 
Prevención, Reducción y Control de Fuentes 
Terrestres y Marinas de Contaminación al Mar; 
y (iii) considerar los beneficios potenciales de 
adherirse a otros acuerdos medioambientales 
multilaterales en este campo”. La ratificación 
por parte de Colombia del Protocolo FTCM 
se enmarca claramente dentro de esta 
recomendación, aumentando las posibilidades de 
que el proceso de ingreso a la OCDE sea exitoso.

En este mismo sentido, considerando que 
Colombia se ha convertido en un referente 
internacional y abanderado en la implementación de 
la Agenda 2030, la ratificación de este Protocolo se 
traduce en una oportunidad para dar cumplimiento 
no solo a los ODS 6 (Agua) y 14 (Mares) 
mencionados al inicio de este documento, sino 
que permite impulsar y jalonar el cumplimiento de 
todos aquellos Objetivos que de manera transversal 
tienen relación con ellos. Para dar un ejemplo, el 
ODS 6 que aborda las temáticas de disponibilidad 
de agua y su manejo sostenible conlleva a una 
mejora en la salud de la población (ODS 3), reduce 
las inequidades (ODS 10) y fomenta la construcción 
de ciudades más sostenibles (ODS 11).

Por las razones anteriormente expuestas, el 
Gobierno nacional, a través de la Viceministra de 
Relaciones Exteriores, encargada de las funciones 
del Despacho de la Ministra de Relaciones 
Exteriores, el Ministro de Ambiente y Desa-rrollo 
Sostenible y el Ministro de Vivienda, Ciudad y 
Territorio, solicita al honorable Congreso de la 
República, aprobar el proyecto de ley “por medio 
de la cual se aprueba el “Protocolo Relativo 
a la Contaminación Procedente de Fuentes y 
Actividades Terrestres del Convenio para la 
Protección y el Desarrollo del Medio Marino de la 
Región del Gran Caribe”, adoptado en Oranjestad, 
Aruba, el 6 de octubre de 1999”.

De los honorables Senadores y Representantes,

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D.C., 4 de julio de 2012
Autorizado. Sométase a la consideración del 

honorable Congreso de la República para los efectos 
constitucionales

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) María Ángela Holguín Cuéllar.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruebase el “Protocolo Relativo a 
la Contaminación Procedente de Fuentes y

Actividades Terrestres del Convenio para la 
Protección y el Desarrollo del Medio Marino de la 
Región del Gran Caribe”, adoptado en Oranjestad, 
Aruba, el 6 de octubre de 1999.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo 
Relativo a la Contaminación Procedente de Fuentes y 
Actividades Terrestres del Convenio para la Protección 
y el Desarrollo del Medio Marino de la Región del 
Gran Caribe”, adoptado en Oranjestad, Aruba, el 6 de 
octubre de 1999, que por el artículo primero de esta 
Ley se aprueba, obligará a la República de Colombia 
a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Dada en Bogotá D.C., a
Presentado al honorable Congreso de la 

República por la Viceministra de Relaciones 
Exteriores, encargada de las funciones del Despacho 
de la Ministra de Relaciones Exteriores, el Ministro 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministro 
de Vivienda, Ciudad y Territorio.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios 
internacionales suscritos por Colombia. 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El Gobierno nacional a través de la 
Cancillería presentará anualmente a las Comisiones 
Segundas de Relaciones Exteriores de Senado 
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y Cámara, y dentro de los primeros treinta días 
calendario posteriores al período legislativo que se 
inicia cada 20 de julio, un informe pormenorizado 
acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando 
los Convenios Internacionales vigentes suscritos por 
Colombia con otros Estados.

Artículo 2°. Cada dependencia del Gobierno 
nacional encargada de ejecutar los Tratados 
Internacionales de su competencia y requerir la 
reciprocidad en los mismos, trasladará la información 
pertinente al Ministerio de Relaciones Exteriores y 
este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3°. El texto completo de la presente ley 
se incorporará como anexo a todos y cada uno de 
los Convenios Internacionales que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la 
República,

Amylkar Acosta Medida.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de 
Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros. 
El Secretario General de la honorable Cámara de 

Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero 

de 1998.
ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 30 del mes de julio del año 2018 se radicó 

en este Despacho el Proyecto de ley número 61, con 
todos y cada uno de los requisitos constitucionales y 
legales, por la Viceministra de Relaciones Exteriores, 
doctora Patti Londoño Jaramillo; Ministro de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, doctor Luis 
Gilberto Murillo Urrutia; Ministro de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, doctor Camilo Sánchez Ortega.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECCIÓN DE LEYES

SECRETARÍA GENERAL 
TRAMITACIÓN DE LEYES

Bogotá, D. C., 30 de julio de 2018
Con el fin de repartir el Proyecto de ley número 61 

de 2018 Senado, por medio de la cual se aprueba el 
“Protocolo relativo a la contaminación procedente 

de fuentes y actividades terrestres del Convenio 
para la Protección y el desarrollo del medio 
Marino de la Región del Gran Caribe”, adoptado 
en Oranjestad, Aruba, el 6 de octubre de 1999, me 
permito remitir a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante 
la Secretaría General del Senado de la República por 
la Viceministra de Relaciones Exteriores (E), doctora 
Patti Londoño Jaramillo; Ministro de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, doctor Luis Gilberto Murillo 
Urrutia; Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio, 
doctor Camilo Sánchez Ortega. La materia de que 
trata el mencionado proyecto de ley es competencia 
de la Comisión Segunda Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad con las 
disposiciones Constitucionales y Legales.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Julio 30 de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto de 
ley a la Comisión Segunda Constitucional y envíese 
copia del mismo a la Imprenta Nacional para que sea 
publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
Ernesto Macías Tovar.

Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Gregorio Eljach Pacheco.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 62 DE 2018 
SENADO

por medio de la cual se establecen lineamientos para 
la estabilidad laboral de mujeres embarazadas y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley 

tiene por objeto mejorar las condiciones laborales 
de la madre y del recién nacido, aumentado los 
términos de duración de la licencia de maternidad, 
reglamentando su fuero laboral y fijando algunos 
elementos adicionales para garantizar que la 
lactancia pueda realizarse de manera digna y sin 
riesgos.

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 236 del 
Código Sustantivo del Trabajo, así:

Artículo 236. Licencia en la época del parto e 
incentivos para la adecuada atención y cuidado del 
recién nacido.

1.	 Toda trabajadora en estado de embarazo tiene 
derecho a una licencia de dieciocho (18) se-
manas en la época de parto, remunerada con 
el salario que devengue al momento de ini-
ciar su licencia. En caso de enfermedad del 
recién nacido que requiera observación 
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médica las 24 horas, la licencia se amplia-
rá hasta por cincuenta y dos (52) semanas, 
según el diagnóstico médico.

2.	 Si se tratare de un salario que no sea fijo como 
en el caso del trabajo a destajo o por tarea, se 
tomará en cuenta el salario promedio deven-
gado por la trabajadora en el último año de 
servicio, o en todo el tiempo si fuere menor.

3.	 Para los efectos de la licencia de que trata 
este artículo, la trabajadora debe presentar al 
empleador un certificado médico, en el cual 
debe constar:

a)	 El estado de embarazo de la trabajadora;
b)	 La indicación del día probable del parto, y
c)	 La indicación del día desde el cual debe em-

pezar la licencia, teniendo en cuenta que, por 
lo menos, ha de iniciarse dos semanas antes 
del parto.

Los beneficios incluidos en este artículo, y el 
artículo 239 de la presente ley, no excluyen a los 
trabajadores del sector público.

4.	 Todas las provisiones y garantías estableci-
das en la presente ley para la madre biológica 
se hacen extensivas en los mismos términos y 
en cuanto fuere procedente a la madre adop-
tante, o al padre que quede a cargo del re-
cién nacido sin apoyo de la madre, sea por 
enfermedad o muerte, asimilando la fecha del 
parto a la de la entrega oficial del menor que 
se ha adoptado, o del que adquiere custodia 
justo después del nacimiento. En ese sentido, 
la licencia materna se extiende al padre en 
caso de fallecimiento o enfermedad de la ma-
dre, el empleador del padre del niño le con-
cederá una licencia de duración equivalente 
al tiempo que falta para expirar el periodo de 
la licencia posterior al parto concedida a la 
madre.

5.	 La licencia de maternidad para madres de ni-
ños prematuros, tendrá en cuenta la diferen-
cia entre la fecha gestacional y el nacimiento 
a término, las cuales serán sumadas a las die-
ciocho (18) semanas que se establecen en la 
presente ley. Cuando se trate de madres con 
parto múltiple, la licencia se ampliará en dos 
semanas más.

6.	 La trabajadora que haga uso de la licencia en 
la época del parto tomará las dieciocho (18) 
semanas de licencia a las que tiene derecho, 
de la siguiente manera:

a)	 Licencia de maternidad preparto. Esta será de 
una (1) semana con anterioridad a la fecha 
probable del parto debidamente acreditada. 
Si por alguna razón médica la futura madre 
requiere una semana adicional previa al par-
to podrá gozar de las dos (2) semanas, con 
dieciséis (16) posparto. Si en caso diferente, 
por razón médica no puede tomarla semana 
previa al parto, podrá disfrutar las dieciocho 
(18) semanas en el posparto inmediato.

b)	 Licencia de maternidad posparto. Esta licen-
cia tendrá una duración normal de diecisie-
te (17) semanas contadas desde la fecha del 
parto, o de dieciséis (16) o dieciocho (18) se-
manas por decisión médica, de acuerdo a lo 
previsto en el literal anterior.

Parágrafo 1°. De las dieciocho (18) semanas 
de licencia remunerada, la semana anterior al 
probable parto será de obligatorio goce en caso de 
que el médico tratante prescriba algo diferente. La 
licencia remunerada de la que habla este artículo, es 
incompatible con la licencia de calamidad doméstica 
y en caso de haberse solicitado esta última por el 
nacimiento de un hijo, estos días serán descontados 
de la misma.

Parágrafo 2°. El esposo o compañero permanente 
tendrá derecho a ocho (8) días hábiles de licencia 
remunerada de paternidad.

El único soporte válido para el otorgamiento de 
la licencia remunerada de paternidad es el Registro 
Civil de Nacimiento, el cual deberá presentarse a la 
EPS a más tardar dentro de los 30 días siguientes a 
la fecha del nacimiento del menor.

La licencia remunerada de paternidad estará 
a cargo de la EPS, para lo cual se requerirá que el 
padre haya estado cotizando efectivamente durante 
las semanas previas al reconocimiento de la licencia 
remunerada de paternidad.

Se autoriza al Gobierno nacional para que en el 
caso de los niños prematuros y adoptivos se aplique 
lo establecido en el presente parágrafo.

Parágrafo 3°. Para efectos de la aplicación del 
numeral quinto (5) del presente artículo, se deberá 
anexar al certificado de nacido vivo y la certificación 
expedida por el médico tratante en la cual se 
identifique diferencia entre la edad gestacional y 
el nacimiento a término, con el fin de determinar 
en cuántas semanas se debe ampliar la licencia de 
maternidad, o determinar la multiplicidad en el 
embarazo.

El Ministerio de Salud reglamentará en un 
término no superior a seis (6) meses contados 
a partir de la expedición de la presente ley, lo 
concerniente al contenido de la certificación de que 
trata este parágrafo y fijará los criterios médicos a 
ser tenidos en cuenta por el médico tratante a efectos 
de expedirla”.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 238 del 
Código Sustantivo del Trabajo, así:

Artículo 238. Descanso remunerado durante la 
lactancia.

1.	 El (empleador) está en la obligación de con-
ceder a la trabajadora dos descansos, de trein-
ta (30) minutos cada uno, dentro de la jornada 
para amamantar a su hijo, sin descuento algu-
no en el salario por dicho concepto, durante 
los primeros seis (6) meses de edad. De igual 
forma, la trabajadora saldrá una hora (1) 
antes de la jornada laboral ordinaria du-
rante los primeros seis (6) meses de edad 
del recién nacido.

2.	 El (empleador) está en la obligación de con-
ceder más descansos que los establecidos en 
el inciso anterior si la trabajadora presenta 
certificado médico en el cual se expongan las 
razones que justifiquen ese mayor número de 
descansos.

3.	 Para dar cumplimiento a la obligación con-
sagrada en este artículo, los (empleadores) 
deben establecer en un local contiguo a 
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aquel en donde la mujer trabaja, una sala de 
lactancia o un lugar apropiado para guardar 
al niño.

4.	 Los (empleadores) pueden contratar con las 
instituciones de protección infantil el servi-
cio de que trata el inciso anterior.

Artículo 4°. El artículo 239 del Código Sustantivo 
del Trabajo quedará así: 

Artículo 239. Prohibición de despido.
1.	 Ninguna trabajadora podrá ser despedida por 

motivo de embarazo o lactancia sin la autori-
zación previa del Ministerio de Trabajo que 
avale una justa causa.

2.	 Se presume el despido efectuado por motivo 
de embarazo o lactancia, cuando este haya 
tenido lugar dentro del período de embarazo 
y/o dentro de los doce (12) meses posteriores 
al parto.

3.	 Las trabajadoras que trata el numeral uno 
(1) de este artículo, que sean despedidas sin 
autorización de las autoridades competentes, 
tendrán derecho al pago adicional de una in-
demnización igual a noventa (90) días de 
trabajo, fuera de las indemnizaciones y pres-
taciones a que hubiere lugar de acuerdo con 
su contrato de trabajo.

4.	 En el caso de la mujer trabajadora que por 
alguna razón excepcional no disfrute de la 
semana preparto obligatoria, y/o de algunas 
de las diecisiete (17) semanas de descanso, 
tendrá derecho al pago de las semanas que no 
gozó de licencia. En caso de parto múltiple 
tendrá el derecho al pago de dos (2) sema-
nas adicionales y, en caso de que el hijo sea 
prematuro, al pago de la diferencia de tiempo 
entre la fecha del alumbramiento y el naci-
miento a término.

Artículo 5°. El artículo 240 del Código Sustantivo 
del Trabajo quedará así:

Artículo 240. Permiso para despedir.
1.	 Para poder despedir a una trabajadora durante 

el período de embarazo o los doce (12) meses 
posteriores al parto, el empleador necesita la 
autorización del Inspector del Trabajo, o del 
Alcalde Municipal en los lugares en donde 
no existiere aquel funcionario.

2.	 El permiso de que trata este artículo solo pue-
de concederse con el fundamento en alguna 
de las causas que tiene el empleador para dar 
por terminado el contrato de trabajo y que se 
enumeran en el artículo 62 y 63.

Antes de resolver, el funcionario debe oír a la 
trabajadora y practicar todas las pruebas conducentes 
solicitadas por las partes.

3.	 Cuando sea un Alcalde Municipal quien co-
nozca de la solicitud de permiso, su provi-
dencia tiene carácter provisional y debe ser 
revisada por el Inspector del Trabajo residen-
te en el lugar más cercano.

Artículo 6°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su sanción y publicación, y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La legislación en más de 120 países en el mundo 

ha previsto el derecho de las trabajadoras a licencias 
pagadas de maternidad y demás prestaciones de 
salud. Sin embargo, aún las trabajadoras se ven 
expuestas a perder su trabajo o a disminuir sus 
ingresos debido a la tercerización y los enormes 
problemas que existen frente a la contratación 
laboral.

Este punto es tan importante, que según informes 
de la OIT en muchos países los ingresos de las 
mujeres son fundamentales o incluso los únicos 
para la supervivencia de las familias. Su trabajo 
es la principal fuente de ingresos en la mayoría de 
los hogares en el mundo, un 59 por ciento de las 
trabajadoras aportan la mitad o una proporción 
incluso mayor de los ingresos del grupo familiar. En 
los Estados Unidos, esta tasa es apenas menor: 55 por 
ciento. Nada más que en la India, se estima que 60 
millones de personas viven en hogares mantenidos 
únicamente por mujeres.

La OIT propuso la primera norma universal sobre 
maternidad con el Convenio sobre la protección de 
la maternidad en 1919, destinado a proteger a las 
trabajadoras durante el embarazo y después del 
parto.

En la actualidad, 119 países dan cumplimiento a 
la licencia mínima de 12 semanas prevista por la OIT; 
de estos, 62 otorgan licencias de una duración de 14 
semanas o superior. En solo 31 países la duración 
de la licencia legal de maternidad es inferior a 12 
semanas.

La obligación de informar al empleador sobre el 
embarazo, a fin de ejercer el derecho a la licencia de 
maternidad, difiere según los países. Por ejemplo, 
en Australia, la legislación federal dispone que 
la trabajadora ha de comunicar a su empleador el 
embarazo y su intención de tomar licencia, por lo 
menos con diez semanas de antelación al inicio de la 
misma. En Austria, tan pronto como la trabajadora 
tenga conocimiento de su estado, debe informar a 
su empleador sobre su embarazo e indicar la fecha 
probable del parto; también tiene que señalar, con 
cuatro semanas de antelación, la fecha de inicio de 
la licencia prenatal.

Entre los países que otorgan las licencias pagadas 
de maternidad más prolongadas figuran la República 
Checa (28 semanas), Hungría (24 semanas), Italia (5 
meses), Canadá (17 semanas), y España y Rumania 
(16 semanas). Dinamarca, Noruega y Suecia prevén 
asimismo largas licencias pagadas, que pueden 
tomar sea la madre, sea el padre; sin embargo, una 
parte de la licencia está reservada a la madre.
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En los Estados Unidos, el derecho a una licencia 
no remunerada de 12 semanas de duración durante 
un período cualquiera de 12 meses, con motivo del 
nacimiento de un hijo y del cuidado del neonato, 
está reconocido por la ley sobre licencia por motivos 
familiares y médicos, de 1993. Sin embargo, esta 
ley se aplica solo al personal de las empresas que 
emplean a 50 o más trabajadores.

Un elemento esencial de la protección de la 
maternidad es la garantía legal de que las mujeres 
embarazadas y las madres jóvenes no perderán su 
empleo por causa de embarazo, ausencia del trabajo 
en licencia de maternidad o parto. Esta garantía 
es indispensable para evitar que la maternidad se 
convierta en un motivo de discriminación contra las 
mujeres en materia de empleo,

“La pérdida de continuidad en el empleo es 
una desventaja considerable para la progresión 
profesional de las trabajadoras, que se traduce 
en pérdidas financieras debido a la reducción 
de la antigüedad en el empleo, del monto de las 
pensiones, de las vacaciones anuales pagadas 
y de otras prestaciones relacionadas con el 
empleo”.

Aunado a lo anterior, la situación de las 
trabajadoras que quedan embarazadas poco tiempo 
después de comenzar un nuevo trabajo suele ser 
muy precaria. Es frecuente que la legislación o los 
convenios colectivos prevean períodos de servicio 
mínimos, que pueden variar de tres a doce meses, 
para tener derecho a prestaciones de maternidad. 
A veces, se exige haber aportado un volumen 
mínimo de cotizaciones para percibir los subsidios 
pecuniarios de la seguridad social. Los trabajadores 
de medio tiempo y los temporales pudieran tener 
dificultades para cumplir con tales requisitos.

De hecho, un informe sobre las políticas en 
materia de licencias familiares y de salud presentado 
al parlamento de los Estados Unidos puso de 
manifiesto que el 100 por ciento de las mujeres 
que no ejercían su derecho a licencia renunciaban 
al mismo por no tener los medios económicos para 
costear su ausencia del trabajo.

En muchos países, el número de mujeres con 
derecho a la protección de maternidad ha aumentado 
sobre todo debido a la ampliación de los regímenes 
de seguridad social, que han incorporado a categorías 
como las trabajadoras agrícolas, el personal 
doméstico y las trabajadoras independientes.

Aunque la licencia pagada de maternidad se ha 
convertido en una prestación corriente en la mayoría 
de los países, los niveles de prestación no son 
uniformes.

En aquellos países donde una alta proporción 
de los trabajadores del sector informal o no 
estructurado son mujeres, la legislación prevé una 
escasa protección de la maternidad. Por ejemplo, 
el 52 por ciento de las mujeres colombianas están 
ocupadas en el sector informal; en Perú, esa 
proporción es de 48 por ciento, y en Polonia, de 
10 por ciento.

La OIT considera que el embarazo, el parto 
y el período puerperal son tres fases de la vida 
procreadora de la mujer que suponen peligros 

particulares para su salud, por lo que es necesario 
brindarles una protección especial en el lugar de 
trabajo. Por esto se prohíbe el trabajo nocturno, las 
horas extraordinarias y el trabajo en condiciones 
peligrosas para la salud de la madre o del niño. Sus 
disposiciones tienen por objeto reducir al mínimo 
la fatiga, el estrés físico y mental y evitar que las 
mujeres realicen trabajos peligrosos o insalubres.

Los cambios legislativos que una sociedad 
realice para promover el desarrollo integral de la 
primera infancia, más que meras modificaciones a 
las normas, son inversiones por parte del Estado y 
de la sociedad las cuales garantizan mejores retornos 
sociales y económicos.

La finalidad de este proyecto de ley, además 
de ampliar los derechos laborales de la madre, es 
garantizar los derechos de nuestras niñas y niños 
en sus primeros meses de vida, de tal modo que 
nuestros menores puedan contar con el debido 
cuidado y compañía de sus padres en ese breve, pero 
importante periodo.

El desarrollo integral en la primera infancia 
no es otra cosa que el desarrollo de los derechos 
constitucionales, y no garantizarlo es una clara 
violación a un derecho humano fundamental. Los 
niños y niñas que se enfrentan a ambientes o factores 
negativos, sobre todo en sus primeros meses de 
vida, pueden quedar permanentemente rezagados 
en su desarrollo, lo que los pone en situación de 
desventaja frente al proceso educativo y la posterior 
actividad laboral.

La práctica de la lactancia materna se ha reducido 
significativamente debido al auge comercial de 
los sucedáneos de la leche materna, haciendo 
indispensable la promoción del hábito de amamantar 
y la regulación de la comercialización de estos 
productos, su propaganda y distribución, que incita 
a su utilización en detrimento de una adecuada 
lactancia materna.

Una de las principales discusiones que surgen al 
momento de legislar sobre el tema, es cuánto tiempo 
debe durar el periodo de lactancia. Actualmente se 
recomienda dar el pecho de forma exclusiva hasta 
los seis meses, como mínimo. A partir de esta edad 
se puede iniciar la diversificación alimenticia, con 
introducción escalonada de diversos alimentos 
distintos de la leche materna, pero sin dejar a esta 
de lado.

El destete definitivo suele hacerse sobre los 12 
meses, aunque la Organización Mundial de la Salud 
recomienda alargar la lactancia hasta los dos años. 
Además, advierte que cuando se comienza el destete 
no se debe hacer de manera brusca sino gradual, en 
el transcurso de unas cuantas semanas, para que se 
vayan acomodando progresivamente tanto la madre 
como el menor.

Sin embargo, es necesario saber que los beneficios 
que aporta la leche de la madre al menor favorecerán 
su salud para toda la vida, y nada podrá sustituir sus 
efectos.

Por lo anterior es posible afirmar que, aunque la 
praxis nos ha demostrado que el periodo de lactancia 
varía de mujer a mujer, existen unos periodos que 
podemos clasificar de la siguiente manera:
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1.	 De 0 a 6 meses: periodo en el que se reco-
mienda a la madre alimentar al menor única-
mente con leche materna.

2.	 De 6 a 12 meses: periodo en el que se reco-
mienda a la madre iniciar la diversificación 
alimenticia de manera paulatina, pero mante-
niendo la leche materna como principal fuen-
te de alimento.

3.	 De 12 a 24 meses. Periodo de diversificación 
alimenticia en el que la OMS recomienda a la 
madre mantener la lactancia.

Teniendo en cuenta estos periodos, vemos que 
hay un déficit legislativo en nuestro país, pues si 
bien nuestra Constitución Política protege a nuestros 
menores y les reconoce una preponderancia a sus 
derechos, en las leyes no están completamente 
salvaguardados.

Por ello, realizar cambios legislativos que 
procuren garantizar, que la madre cuente no solo 
con un espacio apropiado, sino con el tiempo 
apropiado para alimentar al menor; que las primeras 
semanas de vida del menor las pueda pasar junto a 
su madre y que la enfermedad no sea un obstáculo 
para ello; y que no se discrimine más a una mujer 
por el hecho de encontrarse en estado de gestación 
o de ser madre y a la vez que el Estado proteja 
realmente y efectivamente a la familia, no solo es 
una facultad del Congreso de la República, sino un 
deber del mismo, a la vez que es imperativo para 
el Estado, la Sociedad Civil y los Organismos no 
Gubernamentales, realizar todos los  esfuerzos y 
tomar todas las medidas que promuevan, protejan y 
mantengan la lactancia materna.

Cordialmente,

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 30 del mes de julio del año 2018 se radicó 

en este Despacho el Proyecto de ley número 62, con 
todos y cada uno de los requisitos constitucionales y 
legales, por el honorable Senador Armando Benetti.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA 
SECRETARÍA GENERAL

SECCIÓN DE LEYES
Bogotá, D. C., 30 de julio de 2018

Señor Presidente:
Con el fin de repartir el Proyecto de ley número 62 

de 2018 Senado, por medio de la cual se establecen 
lineamientos para la estabilidad laboral de mujeres 
embarazadas y se dictan otras disposiciones, me 
permito remitir a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante 
la Secretaría General del Senado de la República 
por el honorable Senador Armando Benedetti 
Villaneda. La materia de que trata el mencionado 
proyecto de ley es competencia de la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente del Senado de 
la República, de conformidad con las disposiciones 
Constitucionales y Legales.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Julio 30 de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto de 
ley a la Comisión Séptima Constitucional y envíese 
copia del mismo a la Imprenta Nacional para que sea 
publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
Ernesto Macías Tovar.

Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Gregorio Eljach Pacheco.
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